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Informe a organismos internacionales sobre la situación 
judicial de Milagro Sala 
 
 
El fiscal de Estado de Jujuy, Mariano Miranda, entregó al gobierno nacional un completo informe sobre el 
estado procesal de las causas y las condiciones de detención de la señora Milagro Sala. El mismo señala la 
enorme cantidad de evidencia sustanciada y las razones que justifican su prisión preventiva en cumplimiento 
de estándares internacionales de Derechos Humanos. 
 
Similares escritos fueron presentados por los responsables del Ministerio Público Fiscal de la Acusación y la 
Presidencia del Superior Tribunal de Justicia de Jujuy.  
 
Estas presentaciones acompañaron las respuestas brindadas por el Estado Nacional, a cargo de la Secretaria 
de Derecho Humanos del ministerio de Justicia y de la Cancillería, al tiempo que se ha solicitado la visita de 
sus representantes a Jujuy a efectos de tomar cabal conocimiento de todas las circunstancias que respetan 
las garantías del debido proceso y los derechos de la imputada. 
 
En general, los escritos destacan la carencia de información por parte del Grupo de Trabajo sobre Detención 
Arbitraria de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas al emitir su opinión respecto del 
trámite procesal de las causas y las pruebas de los hechos de corrupción incorporadas a los expedientes, así 
como las referidas a los peligros procesales que justifican la detención preventiva de Sala. La evidencia 
referida a las relaciones de dominio e influencia que conserva sobre testigos de la causa, determina 
que su libertad en pleno proceso implicaría un claro peligro para con los objetivos de la investigación. 
 
El trabajo del fiscal jujeño, de casi 40 páginas, advierte con claridad que Sala lejos sufrir una detención 
arbitraria, permanece encarcelada en función de un proceso debidamente acreditado donde “justifica de modo 
razonable el riesgo procesal por colusión de testigos”. 
 
“Las premisas en las que se funda el razonamiento del Grupo de Trabajo desatienden una serie de 
cuestiones fácticas esenciales para arribar a semejante conclusión”, señala el escrito que agrega: “omite 
considerar el importante caudal de evidencia colectada en la causa N° P-129.652/16, expediente considerado 
en su deliberaciones. A partir de esta omisión, es comprensible que todas sus consideraciones relativas al 
hecho de corrupción investigado resulten palmariamente inválidas. Lo más grave, en realidad, es que 
producto de estas mismas carencias, las razones que justifican privación de la libertad permanecieron 
inadvertidas”. 
 

Síntesis del informe en respuesta a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria 
 
El trámite judicial 
 
En el expediente judicial se encuentra plenamente acreditado un millonario fraude a la administración pública 
operado con fondos destinados a la construcción de viviendas. También la activa participación de Sala en el mismo: se 
comprobó que, a través de pequeñas cooperativas, recibía recursos provenientes del Estado Nacional, y que por medio 
de mecanismos extorsivos conseguía que las mismas emitieran facturas por obras que jamás se hicieron.  
 
Mediante intimidaciones los cooperativistas debían endosar los cheques recibidos del gobierno nacional para que Sala 
o sus colaboradores los cobraran. Existe evidencia de esos fondos eran detraídos de las sucursales bancarias y 
llevados a su domicilio, con destino -por el momento- desconocido. 
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En el mismo sentido, se expresaron una cantidad de intendentes de las localidades donde se preveía la construcción de 
viviendas. 
 
Una cuantiosa cantidad de testimonios dan cuenta de los mecanismos de violencia e intimidación ejercidos por Sala 
para hacia los integrantes de su Red de Organizaciones Sociales (ROS). Muchos de ellos continúan aportando 
fragmentos probatorios que permiten reconstruir los mecanismos de defraudación al fisco.  
 
Considerando, entonces, las relaciones de dominio e influencia que aún conserva sobre estos testigos, Sala en 
libertad constituye un claro peligro para con los objetivos de la investigación. 
 
La defensa de Sala 
 
La estrategia de la defensa fue utilizar el sistema internacional como una suerte de bypass a las reglas procesales 
locales. Se busca una intervención foránea, desprovista, por su lejanía, de las posibilidades de conocer la complejidad e 
integridad de los hechos investigados, aun cuando el Código Procesal de la provincia de Jujuy se encuentra a la altura 
de los estándares constitucionales y convencionales en la materia. Expresamente, la ley prevé que en la aplicación 
de medidas de coerción personal se debe cumplir con los estándares internacionales de Derechos Humanos. 
 
El dictado de las medidas privativas de la libertad, en particular, y del resguardo del debido proceso y del derecho de 
defensa, en general, están plenamente justificadas. Durante todo el proceso se brindó -tanto a Sala como a su defensa-  
amplias oportunidades de controlar los actos procesales. Sin embargo, sus abogados jamás reclamaron impedimento 
de acceso a las actuaciones porque la Justicia les ha asegurado la presencia en los actos de producción de prueba, 
testimoniales, allanamientos o declaraciones de co-imputados, así como todas sus impugnaciones fueron debidamente 
atendidas. 
 
Los letrados de Sala no han propuesto hasta ahora ninguna prueba en su defensa o han brindado algún argumento 
tendiente a desvincularla de los hechos por los cuales resulto imputada en cada investigación en curso. No obstante, la 
defensa interpuso una gran cantidad de impugnaciones. Cinco de ellas, luego de ser rechazadas por el juez de la 
causa, fueron declaradas desiertas en tanto no fueron impulsadas por la defensa en la segunda instancia, tal como lo 
requiere el Código Procesal Penal de la Provincia. Sólo una de ellas, referida a privilegios parlamentarios fue llevada 
ante el tribunal de alzada obteniendo un resultado adverso, basado en que el artículo 16 (fueros para los parlamentario 
del Parlasur) de la Ley 27120 ha sido declarado inconstitucional por la Cámara Nacional Electoral y la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la causa Millman Gerardo c/EN s/acción declarativa. 
 
Una década de impunidad y desmanejo 
 
Sólo a través del acabado análisis de un esquema de impunidad y desgobierno de la última década en Jujuy puede 
comprenderse cómo Sala pudo desplegar toda su actividad redimida de cualquier control jurisdiccional y administrativo.  
La inacción de la justicia local ante más de 40 denuncias penales presentadas en contra de Sala, no fue 
merituada por el organismo internacional. Cabe recordar que todas estas causas se concentraron en un juez, el 
Javier Aróstegui, actualmente imputado en dos causas por haber favorecido a Sala o sus allegados. Una como autor 
de los delitos de prevaricato, denegación de justicia, encubrimiento, en concurso real. Otra en donde se le atribuye 
retardo malicioso de justicia e incumplimiento de los deberes de funcionario público. 
 
También se encuentra investigado por la justicia el ex-Gobernador de la Provincia, Eduardo Fellner, junto a otros 
altos funcionarios su administración. De acuerdo las indagaciones, los ex funcionarios descentralizaron en una Unidad 
Ejecutora Provincia (UEP) las funciones de monitoreo de las funcionarios del Instituto de Vivienda y Urbanismo de Jujuy 
(IVUJ), para facilitar el desmanejo administrativo. De modo que se permitió a la organización liderada por Sala a 
consumar un defalco por más de 700 millones de pesos. 
 
Se comprobó que 1836 viviendas a cargo de cooperativas nucleadas por la organización Tupac Amaru, jamás fueron 
construidas. Otras 524 están inconclusas aun cuando habían sido informadas como completamente finalizadas y 
fueron íntegramente pagadas. Algunos grupos habitacionales fueron convenidos con adicionales de pago (Addendas), 
los cuales también reportan importantes irregularidades que son investigados actualmente. 
 
El esquema de anarquía administrativa le permitió a Sala el manejo discrecional de millonarios fondos públicos 
como se ha acreditado en la causa. La ejecución de los planes de viviendas investigados estuvo siempre teñida de 
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irregularidades, inequidades y abusos. De ahí el rechazo que generaron las políticas de transparencia, mediante la 
bancarización y re-empadronamiento de cooperativas, impulsadas por el nuevo gobierno provincial. 
 
Cabe considerarse como “hechos nuevos” muchos testimonios incorporados en la causa, que explican el rechazo 
de Sala a los cambios en políticas públicas y su poder de coacción sobre los integrantes de la ROS. Estos 
testimonios permiten cuestionar la legitimidad de las pretensiones que subyacían al momento de entablar el colosal 
acampe desplegado sobre las arterias principales de San Salvador de Jujuy a dos días de gestión de una nueva 
autoridad en Diciembre de 2015. 
 
Sobre la causa considerada por el Grupo de Trabajo (manifestación), debe destacarse que en cuanto el juez de la 
misma determinó que no existían peligros para la investigación, ordenó la liberación de Sala. Esta medida fue luego 
confirmada tanto por el tribunal de alzada como por el máximo tribunal de la Provincia de Jujuy. 
 
El auto de prisión preventiva del juez de la causa 
 

"El liderazgo o dirección que detenta la nombrada en todos aquellos emprendimientos que abarca la 
organización que integra, circunstancia que evidentemente acreciente las posibilidades de que intente 
eludir el accionar de la justicia y con mayor razón pueda obstruir la presente investigación, ya que la 
misma tiene relación directa con actividades llevadas a cabo por la Organización Barrial Tupac Amaru 
y cooperativas relacionadas con esta, resultando denunciantes numerosos integrantes de las mismas 
cooperativas, por lo que puedo inferir la existencia de vehementes indicios de que la nombrada podría 
obstruir la marcha de la investigación." 

 
Argentina solicita visita de representantes de ONU y CIDH a Jujuy 
 
En definitiva, resulta posible ponderar que las circunstancias personales de Sala junto a las características de los 
hechos de corrupción que se investigan determinan que, de recuperar su libertad, existe una alta probabilidad de que 
intente entorpecer los objetivos del proceso. 
 
Es en virtud de ello que el Gobierno argentino ha requerido una visita del Grupo de Trabajo, el cual, en el propio marco 
de sus mecanismos de seguimiento, podrá tomar cabal conocimiento de todas las circunstancias sobre las que se 
requirió intervención.  
 
Por las mismas razones y al efecto de evitar una resolución de la ilustre Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, que incurra en similares omisiones, se ha requerido la intervención de un veedor que de modo objetivo tome 
una impresión directa de las investigaciones judiciales. 
 
Todo ello sin perjuicio de que el Estado argentino, con el propósito de evitar cualquier incertidumbre acerca de la 
legalidad de las actuaciones, solicitará una reconsideración de la recomendación contenida en la Opinión del Grupo de 
Trabajo, conforme los hechos nuevos y el estado actual de los procesos vigentes, que no pudieron ser considerados y 
que justificaron una opinión parcial de los hechos. Ello en virtud de lo previsto por la Resolución 1991/42 - 
complementada y clarificada por la resolución 1997/50- del Consejo de Derechos Humanos sobre Detención Arbitraria. 
 
Los testimonios 
 
Existe una importante cantidad de prueba de la manifiesta impunidad y descontrol que vivía la Provincia. Intendentes, 
funcionarios de diverso rango y empresarios de la construcción han detallado los mecanismos violentos y extorsivos 
que caracterizaban el accionar de Sala y el de sus seguidores que se evidencian en los siguientes testimonios: 
 
• Mario Alberto Reynoso, secretario de hacienda del municipio de Perico, expresó “una vez realizado el 

depósito de la U.E.P. [Unidad Ejecutora Provincial] teníamos horas para generar el expediente y emitir los 
cheques de pago, caso contrario éramos inmediatamente amenazados por integrantes de la Tupac Amaru con 
destrozar el municipio si no pagábamos inmediatamente, en varias oportunidades donde no se llegó con los 
tiempo por la cantidad de cheques, se reunieron todos los integrantes de las cooperativas con más algunos 
responsables de la Tupac Amaru de Jujuy, bloqueando la salida del edificio municipal hasta tanto se abone, no 
permitiendo al Sr. Tesorero y mí retirarnos del lugar con coerción física empujando, golpeando paredes 
inclusive en un momento en que se rechazó una de las facturas de una cooperativa a la media hora de 
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informado llegaron veinte personas de Jujuy y se introdujeron con violencia en mi oficina amenazando que si 
no se pagaba iban a destrozar todo.” 

• Alberto Vargas, ex secretario de planificación del municipio de Perico, afirmó al respecto: “en una ocasión, 
porque las cooperativas de la Tupac no cumplían con los requisitos documentales, personal bajo la órbita de la 
secretaría de planificación, como el coordinador de la U.E.M. [Unidad Ejecutora Municipal], el Ingeniero Hueda 
y la encargada administrativa Yolanda Urista sufrieron destrozos en la oficina de planificación a través de actos 
de violencia por parte de miembros de la Tupac Amaru, con referentes de la sede central de la Tupac.” 

• Ester Yolanda Urista, encargada administrativa de la U.E.M. de Perico, manifestó en referencia a ese hecho 
que: “como no se pudieron realizar los pagos a la cooperativa de la Tupac se presentó el referente José 
Martínez, que si no le pagábamos él nos iba a castigar, entonces empezaron ellos a patear la puerta hasta 
partirlo y colgarse del ventilador del techo hasta descolgarlo y también me destruyeron un armario hasta que 
llegado un momento se llenó la oficina cuando arribaron más miembros de la Tupac y después no nos dejaban 
salir ni al coordinador ni a mí, hasta que no les paguemos, fuera del horario laboral, parándose en la puerta y 
llenando la municipalidad de miembros siendo más de cincuenta a sesenta personas tomando el municipio, 
vinieron en camiones.” 

• Carina Mabel Argañaraz, Tesorera General de la municipalidad de San Salvador de Jujuy se manifestó en el 
mismo sentido: “...la gente de la Tupac Amaru, se instalaba una hora antes de que llegara el cheque, 
paralizaban la tesorería que estaba a mi cargo, con mis empleados cerrábamos la puerta para que no puedan 
entrar porque todos teníamos miedo(…) como era todo muy violento había que hacerlo ya, y luego la UEM me 
lo recibía de inmediato, no me dejaban salir hasta que no firmaba el cheque… eran de la Tupac porque tenían 
su vestimenta característica, la remera de la Tupac, chalecos marrones… desde el año 2007 que entré a la 
Municipalidad, que pasaba lo mismo cada vez que venía un cheque del IVUJ, venía gente de la Tupac (…) Una 
vez que estaba ingresando al Municipio me gritaron los de la Tupac, „APURATE‟, a lo que respondí „QUE 
PASA SI NO VENGO YO‟, y me dijeron „SABEMOS DONDE VIVÍS, EN LA CALLE COLOMBIA ESQUINA 
BRASIL EN UNA CASA BLANCA DE DOS PISOS‟ desde esa época, y aún desde antes, y hasta ahora que 
tengo miedo por esa gente”. 

• Emilio Javier Bustos, coordinador general de la U.E.M. de San Salvador de Jujuy, expresó en su indagatoria: 
“Deseo aclarar que todo proceso vinculado con la organización Tupac Amaru, se realizó bajo violencia y 
coacción (…). La violencia hacia las instituciones de la República y hacia sus funcionarios de todos los 
poderes, tanto provincial como municipal, era una constante." 

• Los ex intendentes de los municipios de Palpalá, San Pedro, Libertador General San Martín y Monterrico 
denunciaron a Sala afirmando que en todo momento se les impedía “generalmente con actos de violencia 
física e intimidatorios, el ingreso a los lugares de construcción, los que, a su vez, permanecían cercados, 
vigilados y cerrados durante todo el tiempo de duración de las obras”.  Los ex-funcionarios señalaron que si 
bien todo el procedimiento de pago a las cooperativas requería gran complejidad “debía realizarse 
prácticamente en el mismo día, y ello, con la finalidad de evitar tomas de edificios, roturas de oficinas y 
diversos mobiliarios y que quedaran funcionarios y empleados como rehenes de los grupos violentos que se 
agolpaban en los sectores de pago.”   

• Rolando Ficoseco, actual intendente de Perico señaló que: “(…) los intendentes nos sentíamos rehenes de la 
provincia y de la nación en este programa, en lo que respecta a la Tupac..."  

• Elsa Flores, actual intendenta de Calilegua, relató la presión ejercida por la las organizaciones de la Tupac 
Amaru, describiendo una ocasión en que fue llamada por Sala quien intimidatoriamente le pidió que le 
explicara "qué le pasaba con sus Cooperativas", poniendo de manifiesto que las mismas “eran para darle 
trabajo y vivienda a la gente” y que le iba a “hacer una pueblada” si continuaba resistiéndome a firmar las 
documentaciones y libramientos. En otras oportunidades, continuo la intendenta, "concurrían directamente las 
dirigentes de la Sra. Sala y miembros de la organización Tupac Amaru, con idéntica finalidad, es decir, 
intimidarme para lograr la firma de los instrumentos que ellos necesitaban para obtener los recursos para su 
organización.” En todas esas oportunidades, afirmó la intendenta ser amenazada de que si no firmaba los 
documentos que venían completamente predeterminados iban a “quemar el Municipio”. En este sentido, en el 
mes de Octubre de 2015, luego que resultara electa en su tercer mandato, “toda le gente de Sala se reunió 
frente a la plaza del Municipio gritando y amenazando de ingresar al mismo y quemarlo, arrojando bombas de 
estruendo en las puertas del edificio de la intendencia.” 

• También empresarios de la construcción dieron testimonios de la impunidad y el desgobierno del que se 
favorecía a Sala en el manejo de los fondos para la construcción de viviendas:  
o Alberto Villanueva, ex presidente de la Cámara Jujeña de la Construcción, describió cómo, en 2008, luego 

de una publicación de una solicitada en el diario local en contra una ley que favorecía a las cooperativas, 
recibió una llamada telefónica a su celular por parte de Sala, quien lo insultó y amenazó de muerte, 
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hechos que denunció oportunamente ante el juez Aróstegui. Agregó que aunque radicó oportunamente su 
denuncia, jamás fue citado a declarar y no tuvo más noticias de su presentación. Más aún, en su 
testimonio, Villanueva señaló, que días después de la amenaza telefónica un grupo de unos 60 o 70 
personas de las cooperativas ingresaron ilegalmente al edificio donde funciona la Cámara de la Industria 
"insultaron, pintaron con aerosol la vidriera", para continuar en el edificio de la Unión Obrera de la 
Construcción de la República Argentina, sede Jujuy, donde los cooperativistas continuaron con sus 
característicos desmanes y destrozos. 

o En el mismo sentido se pronunció Carlos Savio, presidente de la Cámara de la Construcción Argentina, 
sede Jujuy, quien remarcó que en reiteradas ocasiones las organizaciones lideradas por  Sala tomaban 
“por la fuerza” las instalaciones del Instituto de Vivienda y Urbanismo de Jujuy (IVUJ), reclamando 
violentamente se procediera a la inmediata tramitación y pago de los fondos destinados a los planes de 
viviendas. Al describir las características de estas ocupaciones forzadas, Savio señaló que las mismas 
tenían tal magnitud que requerían el desalojo del personal del organismo, impidiendo el normal desen-
volvimiento de la institución. Remarcó además que el personal del organismo solía recibir amenazas a su 
integridad física por parte de los cooperativistas, al efecto de que se proceda a liberar los desembolsos y/o 
a dar trámite a sus solicitudes. 

 
 
San Salvador de Jujuy, noviembre de 2016.- 


